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SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal ConstitucionaL compuesta por don
Francisco Rubio Llorente. Presidente. don Eugenio Diaz EimiL don
\ligue! Rodríguez-Piflero y Bravo-Ferrer, don Jose LUIS de los Mozos y
de los f\..lozos. don Alvaro Rodriguez Bereíjo y don Jose Gabaldón
Lópcz, Magistrados. ha pronunciado,

que justifique el tratamiento proccsal priVIlegiado que contiere a su
beneficiario. sm que sea exigible que en el mismo se contenga respuesta
a la pretensión indemnizatoria del perjudicado por la infracción penal,
pues ésta debe residir en la Sentencia de la que el auto es sWlple
ejecución ya cuyos terminas debe estc de atener~e. .

Añade el Mmisteno Fiscal que. en el caso debatido. el Auto recurndo
ha cumplido el precepto legal citado. el ellal ha aplicado con rleno
respeto a la Sentl'ncia de la cual es ejecución,! en !:l que no se Jedara
haberse producli.io la ~e(Uda fisica. cu)-a falta de valoraCIón singulari­
zada denuncia d recurrente. alegando. por otro lado. que la cuantía de
la indemnización se determina por una simple opcración aritmétlca que,
en sí misma. la justifica: operación que el Ministerio Fiscal realiza.
aplicando la cantidad de SOOpes('tas por dlJ. que efa la :ndemnJnción
máxima que la Ley conccdla ~n el año 1986 en que se produjo el
accídente, a los treinta y cinco días que duró la incapaCidad. con un
resultado total de 28.000 pesetas. que es la indemnizaCión sl?nalada por
el Auto impugnado. cuya cuan tIa viene, por lo tanto, establecida por la

. ley, limitandose el órganojudidal a tenerla en cuenta.
Concluve con la alegación de que no se ha "ulncrado el dcrecho a la

motivacióñ, la cual hay que buscar en la Sentencia. cuyo contenido
fáctico no podía ser modificado por el Auto que la ejecuta, sm riesgo de
incurrir en violación del derecho fundamental de defensa de la parte
obli~da al pago de la indemnización y a la que la Ley, en el supuesto
del Juicio penal, no concede con posterioridad a este momento procesal
para ser oido.

5. Por providencia de 9 de abril de 1991 se señaló el dia 3 de junio,
a las once horas, para deliberación y votación.

n. Fundamentos jurídicos

J. El presente recurso se interpone contra Auto que, en aplicación
del arto 10 del texto refundido de la Ley sobre Uso y Circulación de
Vehículos a Motor en relación con la Disposición adicional segunda de
la Ley 3/1967, de 8 de abril, y el art, 23 del Reglamento del Seguro
Obligatorio, señala la cuantía máxima de la indemnización reclamable
en la vía civil por daños y perjuicios ocasionados en un accidente de
tráfico, teniendo como fundamento el amparo la imputación de que el
Auto recurrido vulnera el derecho a Ja tutela judicial efectiva, recono~

cido en el arto 24.1 de la Constitución, por carecer de motivación
suficiente, puesto que, a juicio del recurrente. señala una cifra sin
explicar por qué ésta es la justa y no otra distinta y omite toda
consideración sobre la secuela fisica y daños morales ocasionados por las
lesiones sufridas.

2. Nos encontramos, por lo tanto, ante un problema de falta o
insuficiencia de motivación que, en su aspecto teórico, es idéntico al
resuelto por la reciente STC 14/1991. publicada en el «Boletín Oficial
del Estado» de 25 de febrero, tambIén planteado en relación con un Auto
de la misma naturaleza, dictada bajo igual cobertura legal que el aqui
recurrido: pn;>cedc. en su consecuencia y en evitación de repeticiones
innecesarias. remitirnos a la doctrina que dicha Sentencia reitera, la cual
damos por enteramente reproducida. limitándonos a señalar. en síntesis.
que esta doctrina se estructurJ sobre dos ideas esenciales sigui.....ntes:
a} la motivación de las resoluciones judiciales que revistan la forma de
~UlO o sentencia no sólo es una obligación del órgano judicial qUl:
Impone el art. 110.3 de la ConstItUCión en la mterprctJClÓn estableCida
por este Tribunal Constitucional. sino !ambien un derecho de los que
intervienen en el proceso que forma parte del derecho fundamental a b
tutela judicial. garantizado por el 311. 14.! de la Constitución, y b) c~e

d~,ccho a la motivaCión se sat!sfnce cuando la resoluclun Judicial. de
manera explícita o implícita. ¡;ontielle rawnt'S y dementos de juicio que
pcrmitan conocer cuáles han sido los critcrios juridú.'os q~le fundamco­
tan la decisión. sin qu<:' sea exigible una determinada (','([CnSlon de la
motivación jurídica. ni un razonamÍt:nto explicito exhaustivo v porme­
norizado de todos los aspectos y perspectivas que las partes puedan tener
de la cuestión sobre la que se pronuncia la resolución judicial.

De conformidad con ello. .el ejerciCIO de la jurísdicciDrt de amparo
que corresponde cjercer;}l Tnbunal Constitucional cncsta mnlena no
solo deberá comprobar S! existc motn-3eion. sino tambien. si la Cxísl~'ntc
('5 o no sufici~ntc para conSiderar satls!Ccho d derecho constltucinnal de
las P;¡rtcs..

\. tai efecto, no parece innecesano ai'iadir que en el dl'sarroHo Ce CS3
función valorativ3 Jebe tenerse muy presente Que el juicio de suficiencia
de la motivación hay que realizarlo atendiendo. no sólo ai contenido dc
la resolución judicial considerada en si misma, sino t41mbién dentro dd
contexto global del proceso. atendiendo al conjunto de actuaciont's y
deCisiones que_ pr<'cedlcndola, ban confcrmaJo el d::bJtc procesaL es
decir. valorando todas las circunstancias concurrentes qtcC singubricl':1
el (';)so concreto tanto las que estén presentes, e.\prcS3 o implícitamente
en ~a propia resolución recurrida. como las que. no est:indolo, constan
en d proceso.

Por otro ludo. es también oportuno considerar Que la mavor
efectividad que merecen los derechos fundamentales obliga. 3. utilizar,
en e~a indagacIón de la suficiencia d~ la motivaCIón, crltenos materiales
que impidan aceptar como válidas meras apariencias de motivJc¡ón,
que, por su significado puramente form,11ista fru~tren la real efectividad

Sala Segunda. Sefl!t:'ncia 122/1991, Je 3 dI! junio de /99f.
Recurso de amparo 2.07211988. Contra Auto del Ju:gado
de Distrito mún 3 de Gerona. dierada en JUIcio de faltas.
Supuesta l'u/neración del derecho a la tutela judicial
efectiva: molimaón sUjicienIe.
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En el recurso de amparo núm. 2.072/1988, promovido por don León
del Moral Gareia. como legal representante de su hijo menor don JoSé
del Moral López, representado por la Procuradora doña Carmen Arnaiz
Sanz, asistida del Letrado don Modesto Garcia Fermindez, contra Auto
del Juzgado de Distrito núm. 3 de los de Gerona, dictado en juicio de
faltas núm. 1.371/1986. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el
Magistrado don Eugenio Diaz Eimi1, quien expresa el parecer de la Sala.

I. AnteCedentes

l. Don León del Moral Garcia compareció mediante escrito que
tuvo su entrada el 20 de diciembre de 1988, enviado por correo
certificado el 15 de diciembre de 1988, en representación de su hijo Jase
del Moral López, asistido del Letrado Alberto Salazar Cortada, interpo­
niendo recurso de amparo y solicitando el beneficio de justicia gratuita,
así corno la designación de Procurador del tumo de oficio. Tal
designación reéayó sobre el Procurador don Juan Carios Escalonilla
Hormigos. .

La demanda de amparo fue presentada por la representación procesal
del demandante el 14 de febrero de 1989, alegando los hechos siguientes:

1) El menor José -del Moral Garcia fue víctima, el 22 de mayo
de 1986, de un accidente de tráfico protagonizado por don Emilio
Pastoret Sitja, quien conducía su furgoneta y atropelló a dicho menor,
oca~ionándoie lesiones de las que, segun el informe forense, curó en

. plazo de treinta y cinco dias, quedándole como secuela, se dice, la
inmovilización de un dedo del pie.

2) Celebrado juicio de faltas, el Juzgado de Distrito núm. 3 de
Gerona dictó Sentencia de 2 de octubre de 1988. que no fue apelada.

3) Por Auto de 19 de octubre de 1988, notificado al parecer el 22
de noviembre, cuya _copia se aporta, dicho Juzgado señaló como
cantidad máxima que puede señalarse como indemnización de daños y
perjuicios la de 28.000 pesetas.

., En la demanda de amparo se entÍende. con cita de la STC
78/1986. que el auto antes indicado viola el derecho a la tutela judicial
t:lectiva reconocido por el arto 24. LC.E., pors-u falta de motivación, pues
omite toda consideración sobre daños morales, senala como reparación
de los días de inactividad una cifra sin exponer por qué se la considera
justa y calla sobre unas secuelas alegadas en el juicio.

Se solicíta el reconocimiento al recurrente dd derecho a la tutda
judicial efectiva. la dcciaración de nulidad del auto inJemnizatorio v
qu~ se retrotraigan las actuaciones al momento anterior al de ser él
mismo dictado.

3. El 8 de mayo se dicté providencia, acordando abrir el trámite del
artíc.ulo ?0.3. de la. LOTe, a fin de que el solí,citante de amparo y el
,\fmlstcno Fiscal lomlu!aran. en el plaz.o de diez dÍ3s. las alegaciones
Yi.:~ t'stimaren pertinentes sobre la pOSible concurrencia de la '::3usa de
InadrnJsibilidad que regula el art, 44.2 de la misma Ley. sobre cxtempo­
raneldad de la demanda.

Después de presentarse los correspondientes escritos de alegaciones.
el lTcurso se admitió a trámite por providencia de, 19 dcjunio y, una vez
recibidas las actuaclOnes judiciales. se dictó provldenc:a de 5 d;:- marzo
Je 1990, concediendo a !as partes personadas el tramite de alegaciones
prc\"lsto en el art. 52.1 de la propia Ley.

4. El solicitante de amparo se limitó a manit"(-star que ,¡e tenea por
~eproduCldas las alegaciones que motivaron la aumlslon del recurso y
por cumplido el tramite contcndo.

El Ministerio Fiscal solicitó la denegación del amparo con funda­
mento en los siguientes razonamientos.

.Después de afirmar que la cuantía de l¡l responsabilidad civil
Jeflvada de las infracciones penales tiene que venir motivada, expone
diversas consideraciones sobre la naturaleza del Auto, previsto en el
artículo 10 del texIO refundido de la Ley sobre Uso y Cireuiación de
Ve,híeulos a ,Motor. el cual califica de título ejecutivo que tiene por
objeto exclUSIVO crear un titulo al que se incorpora un supuesto de hecho



BOE núm. 162. Suplemento Lunes 8 julio 1991 15

FALLO

1
!,

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
AUTORlDAD QUE LE CONFIERE LA CO!'4STITUClÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

conJormidad con la doctrina reiterada del Tribunal Supremo, Que
cstlmamos constitucionalmente acertada. la valoración minuciosa v
detallada de los daños y perjuicios económicos, fisicos y morales es df.
muy dificil realización y expresión y ello obliga, en la mayoría de los
casos, a iij~r la cuantía de su indemnizacíón de un modo global,
atempcrándosc a los módulos valorativos de uso convencional, sin que
en ningún caso h~ya de reputarse necesario que la cantidad globalmente
fijada represente la Suma de las parciales en que puedan cuantificarse,
dentro de esa yaloración conjunta. cada uno de los factores o conceptos
tomados en consideración, ni que haya que especificar la manera
singularizada cuáles son esos conceptos parciales.

En tal contexto fáctico y jurídico. la falta de fundamento válido en
la denuncia de vulneración constitucional framulada por el solícítnte de
amparo se constata ~i conSideramos, de un lado, que la secuela de la
rigidcz del qUinto dedo del pie derecho a consecuencia de viciosa
consolidación de fractura no C's recogida como hecho probado en la
Sentencia, a cuyos términos es lógico que se atenga la posterior
valoración del Juez, y, por otro lado, que las lesiones ocasionadas a un
escolar de diez años. del cual no consta que realice actividad productiva
alguna no puede derivarse perjuicio económico por pérdida de ingresos,
-dado que no se reclaman, al menos de manera diferenciada, gastos de
curacíón~sino tan sólo el perjuicio indemnizable que conlleva la pérdida
de asistencia a la actividad escolar así como los dolores y molestias
fisicas y morales Que las lesiones han comportado y tales conceptos
deben estimarse incluidos en la valoración conjunta realizada por el Juez
que, en modo alguno, puede tacharse de irrazonable o desconectada de
las concretas circunstancias subjetivas y objetivas, respectivamente
concurrentes en relación con la víctima del accidente y con la entidad
y alcance de las lesiones ocasionadas al mismo, plenamente conocidas
por el solicitante de amparo, 'Cuya pretensión de amparo, por las razones
expuestas, queda realmente reducido a ser tan sólo ex.presión de
discrepancia con la conclusión valorativa judicial, que no puede
encontrar cobertura en el derecho a la tutela judicial, en el que se integra
el dl'"recho a la motivación, puesto Que su protección en vía de amparo
no autoriza a este Tribunal Constitucional a interferir en lo que
pertenece a la potestad valorativa de los hechos y su subsunción en la
norma legal, que es exclusiva y excluyente de la Jurisdicción, siempre
que ésta no haya sido ejercitada de manera irrazonable o arbitraria,
incompatible con el derecho fundamental invocado.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don León del Moral Garcfa como
representante legal de su hijo menor José del Moral López,

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado}).

Dada en Madrid a tres de junio de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio L1orente.:"'Eugenio Díaz Eimil.-Migucl Rodrí·
guez-Piil.ero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de tos
Mozos.-Alyaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López,-Firmados y
rubncados.

de! derecho a la motivación, para cuya satisfacción se requiere que la
resaludón recurrida, contemplada en el conjunto procesal del que forma
parte, permita identificar cuáles son las normas que se aplican y cuál ha
sido el juicio lógico que, flUldado en criterios jurídicos razonables, ha
presidido la articulación o subsllnción del hecho concreto en el precepto
normativo de que se trate, interpretado siempre en el sentido mas
favorable a la especial fuerza vinculante que caracteriza a los derechos
fundamentales, lo cual supone, de otro lado, que deba descartarse la
validez de -aquellas motivaciones en las que no se contenga el más
mínimo razonamiento que ponga en relación el hecho concreto con la
norma que al mismo se aplica, impidiendo toda posibilidad de conocer
cuál ha sido el criterio Que ha conducido al órgano judicial a adoptar la
decisión en el senttdo en que lo ha hecho, pues en tales supuestos no
existirá garantía alguna de que la resolución judicial haya sido adoptada
conforme a criterios objetivos razonables y fundados en Derecho, tal y
como requiere el derecho a la tutela judicial efectiva, que no consiente
decisiones que merezcan la calificación de arbitrarias, por carecer de
explicación alguna o venir fundadas en explicaciones irrazonables.

-3. En el supuesto aquí debatido, la resoludón recurrida es un Auto,
que tiene por objeto señalar el límite máximo de indemnización ex.igible
en la vía civil en concepto de reparación de los daúos y perjuicios
ocasionados por un accidente de tráfico, respecto del cual ha recaído
sentencia absolutoria en el antecedente proceso penal. Dicho Auto
constituye, por lo tanto, una consecuencia de la Sentencia absolutoria,
impuesta al Juez penal con carácter necesario por ·la Disposición
adicional segunda de la Ley 3/1967, cuya finalidad, según establece esta
norma, es constituir un título suficiente para entablar el correspondiente
procedimiento civil, debiendo contener la descripción del hecho, la
indicación de las personas y vehiculos que intervinieron y de los
asegurados, requisitos que cumple el Auto recurrido en sus antecedentes
de hecho, en los cuales se incluye la duración de las lesiones producidas
a la víctima del accidente, procediendo a continuación, en sus funda­
mentos jurídicos, a citar las normas legales y determinar mmediata­
mente la cantidad máxima de indemnización en 28.000 pesetas.

- Es cierto que en esta escueta motivación no contiene manifestación
expresa del juicio valorativo que ha conducido al Juez a señalar dicha
cuantía máxima, ni hace referencia específica al~una a secuelas deriva~
das del accidente, ni a danos morales; eUo sm embargo, no puede
conducirnos a considerar que la resolución judicial carezca de motiva­
ción suficiente, puesto que los datos de hec.ho consignados en la misma,
contemplados en relación con los que obran en el proceso y en la
Sentencia de la cual es consecuenCia, revelan de manera sufiriente,
aunque sea implícita, las razones y discurso lógico que determinaron la
decisión judicial.

Para negar a tal conclusión es decisivo destacar que la víctima del
accidente es un menor de diez años, escolar, que según los hechos que
se declaran probados en la Sentencia penal, de la cual es consecuencia
el Auto recurrido, sufrió lesiones que le incapacitaron para sus ocupacio­
nes habituales durante 35 dias; en congruencia con ~sos hechos es
maniftcsto Que el resultado de la valoración judicial fue determinada por
las circunstancias subjetivas de la vfctima y la entidad de las 1csiones
producidas al mismo, no pudiendo, en modo alguno, considerarse
notoriamente desproporcionado o inexplicable el límite máximo de
veintiocho mil pesetas, puesto que no podemos desconocer que, de

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Cons.títucional, L'ompuesta por don
Francisco Rubio L1orente. Presidente: don Eugemo Diaz EimiL don
Miguel Rodríguez-PÍllero y Bravo·Ferrer. don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo '! don José Gaba!dón
López, r-,:Iaglstrados. ha pronunci:ldo

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.186/1983. pro;:;o\ido por la
Procuradora de los Tribunales dona r-,..laria Jm,,: R,-,JríguC"z Teijeiro. en
nombre de don losé Enrique Centén MartJn. J.sistido del LetrJ.du don
Francisco Javier Abad Olivares, contra las St'ntencias del Juzgado de
Distrito de San Sebastián de tos Reyt's. de .;1. de febrero de t9f7, Ydel
JllLg~do de Instrucción d.: Akobendas. de 16 de octubre de 1988
dictadas en Juicio de faltas. condenando v ratifi.t:ando la conden~
rl'spt.'(tivamente al recurrente. Ha sido parte' el Ministerio Fiscal y ha
Sido Pon"nte el Magistrado don José Gabaldón López quien ex.presa el
parecer de la Sala.

1. Antecedentes

l. Et día ~9 de diciembre de 1988 se presentó en el Juzgado de
Guardia demanda de amparo. Que ingresó en el Registro de este
Tribun:J.I al dia siguiente.. por la Procuradora de los.Trihunales doña
Mana José Rodríguez TelJclro, en nombre de d~n ~ose Enpque Cen~~n
Martín v contra las SentencIas de! Juzgado de Dlstnto de San Sebastlan
de los Reyes. de 4 de febrero de 19&7 y del Juzgado de Instrucción de
A!co1x'ndas. de 26 de octubre de 1988, por considerarlas contrarias a los
Jen:dlOs fundamentales de utilización de medios de prueba pertinentes
p;lra la defensa. acceso a proú'dimiento contradictono. y a los básJ('os
pnncipios de auJicneia y al de asistenCia y defensa, protegidos por el
articulo 24 CE.

1. Los hecho'> en los que se fundamenta la presente demanda de
amparo son, en sin tesis. los ~iguientes:

a) El recurrente el dia 11 de julio de 1986 fue denunciado por un
vecino suyo lindante ante la Guardia Ci.il de El Molar por un presunto
ddito d~ dai10s producidos. al conducir su vehículo, en una valla
propiedad del denlln-:iantc. En el ateslado se ret1ejó en la corr'~spon­

JIente diligenCia que d denunciado era don Enrique Centén Manín, del
que se ({ignoran mas datos)}. Con fecha l3 de julio inmediato se hJ.ce
const:lr por diligencia de la Guardia Civil Que el domicilio del J.horn
recurrente estaba Sito en la calle Tenenfe, 63, sexto, de Madnd. con
mdicación de un número de teléfono.

b) En la citación Judicial, de 15 de septiembre de 1986, para la vista
oral de jui(:io de faltas se emplaza a don José Enrique Centén Madrid

Sala Segunda. Sentencia 12311991, de J de junio JI.' 1991.
Recurso de amparo 2.186/1988. Cmlra Sentencias de!
Ju=gado de Distrito de San Sehastúin de los Rel'cs y del
jlegado de lnstrucdon de Alcohendas. dictados en ¡'lUciD de
faltas. Vulneración de! derecho a fa tutda llldicia! efectiva:
Sentencia dictada ,finaudaa parte); e incrmgruencia.
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